LA LEY ORGÁNICA DE SEGURIDAD CIUDADANA, la respuesta regresiva del gobierno a una crisis global inédita
Concepción Sáez Rodríguez,

Secretaria Judicial,

Vocal del Consejo General del Poder Judicial

“A praça, a praça é do povo/ 

como o ceu o do condor”

Castro Alves, 

poeta brasileño antiesclavista del siglo XIX.


Un recorrido a través de las leyes especiales y excepcionales que desde el siglo XIX han regulado el orden público en España, evidencia la presencia de una nota común, la de contener límites al ejercicio de los derechos fundamentales de los ciudadanos, particularmente los que afectan a la libertad de expresión y al derecho de reunión o manifestación.

Desde la Ley de 17 de abril de 1821 hasta la LO 1/1992, pasando por la primera Ley de Orden Público (LOP) de 1870, la llamada “nueva LOP” republicana, de 1933, y la LOP franquista 
, de 1959, de la que el profesor Alejandro Nieto dijera que fue “emblema de autoritarismo y cobertura de todos los abusos imaginables del poder”, se pueden observar las intensísimas intromisiones en el ejercicio de los derechos más o menos ampliamente reconocidos en cada periodo histórico a los ciudadanos, y las abundantes interferencias de la jurisdicción militar en el ámbito civil so pretexto de una más eficaz protección de un orden público concebido como protección de los intereses que sostenían a las clases dominantes y al régimen político de turno. Aprobada la Constitución, el segundo de los problemas parece haber cedido pero no cabe decir lo mismo del primero. De hecho, es en él donde ahora se pueden encontrar los principales déficits y contradicciones del propio sistema democrático.


La seguridad ciudadana en la LO 1/1992, de 21 de febrero no es, pues, ajena a tales notas distintivas. Hay que recordar que se la llamó “la Ley de la patada en la puerta”, aludiendo a la norma que autorizaba a las fuerzas de seguridad la entrada sin mandamiento judicial en domicilios que la Constitución declara inviolables
. Se trata –lo sabemos bien- de una Ley muy dura, que ofrece al gobierno de turno unas posibilidades de restricción del ejercicio de los derechos ciudadanos amplísimas y que reacciona con inusitado rigor frente a sus infracciones con unas sanciones muy severas, como bien saben aquellos que han padecido su aplicación.

Así las cosas, la primera pregunta es obvia: ¿Es necesario este Proyecto de Ley Orgánica de Seguridad Ciudadana (PLOSC)? Si atendemos a la justificación que ofrece el ejecutivo, son varias las razones declaradas, como la perspectiva que el trascurso del tiempo ofrece de las carencias de la actual regulación, o las nuevas formas de poner en riesgo la seguridad ciudadana, o la necesidad de “actualizar” el régimen de sanciones. Desde luego, en lo que no puede basarse es en necesidades reales de orden público. Según el anuario estadístico del ministerio del interior del año 2013, las manifestaciones comunicadas descendieron un 2,40% respecto de 2012, mientras que las prohibidas aumentaron en el mismo periodo el 472,11%.  Todo apunta a que es la reforma del Código Penal (CP) en ciernes –con la que se pretende tramitar en paralelo para evitar destipificaciones o dobles sanciones- la razón más poderosa para acometer una ley orgánica de nuevo cuño. 

La exasperación penológica que, certeramente, se atribuye a la reforma del CP culmina con la derogación de su Libro III, las faltas que - se nos dice - desaparecen. Pero nada más lejos de la realidad. La denominada “despenalización de las faltas” en realidad no se producirá porque las más relevantes no escaparán del CP, permanecerán en él con los caracteres de delito leve, y otra parte considerable de ellas que afectan a las infracciones contra el orden público, se ventilarán en vía administrativa, a través del derecho sancionador, y –en su caso- en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, es decir, en una posición de claro desequilibrio entre las partes, que otorga una enorme ventaja a la Administración
. La incidencia –claramente negativa para el ciudadano- de la derogación del Libro III del CP, transformando las faltas en delitos o en otro tipo de ilícitos como los administrativos es, pues, evidente. Y lo es mucho más si el derecho administrativo a aplicar es el contenido en el PLOSC que aquí se analiza.

Por razones de espacio no es posible comentar el PLOSC en detalle; baste decir que el régimen de “las actuaciones para el mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana” (Capítulo III, sección 1ª del PLOSC) contempla ilícitos administrativos que restringen desproporcionadamente la libertad de expresión y el derecho de reunión y manifestación y que tienden a reprimir fórmulas de movilización popular en los espacios públicos que causan intensa preocupación en el poder político. Así, por ejemplo, el PLOSC castiga las “manifestaciones frente a las sedes del Congreso de los Diputados, el Senado, y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas” (art. 36.2) o “la ocupación de cualquier inmueble, vivienda, o de la vía pública (…) o la permanencia en ellos contra la voluntad de su propietario, arrendatario o titular de otro derecho sobre el mismo (art. 37.7). El régimen sancionador es, asimismo, de un rigor inusitado: las multas recorren el espectro de los 600.000 euros para las infracciones muy graves a los 100 euros para las leves, y llevan aparejadas una serie de castigos accesorios a imponer atendiendo a la naturaleza de los hechos y no a su gravedad, que en ocasiones pueden revertir mayor severidad que la multa misma (p.e. la clausura de fábricas, locales o establecimientos). 

Pese a que, tras los críticos dictámenes emitidos por organismos como el Consejo General del Poder Judicial o el Consejo de Estado, el gobierno suavizó las aristas de su formulación original, el PLOSC o “Ley mordaza”, como ya se le denomina, mantiene la misma filosofía que el anteproyecto original y, por si esto fuera poco, ha dado pie durante su tramitación parlamentaria a una modificación sustancial en la Ley de Extranjería a través de una enmienda introducida sorpresiva e irregularmente por el grupo popular en el Congreso que, si no se remedia, servirá para “legalizar” las llamadas “devoluciones en caliente” de inmigrantes en las fronteras de Ceuta y Melilla.

En conclusión, las reformas legislativas emprendidas por el gobierno del PP que se concretan en este PLOSC y la reforma –amplísima- del CP, especialmente en lo que afecta a la regulación del orden público y la eliminación del Libro III son, en mi opinión, las vías para incidir en la limitación de las libertades ciudadanas y nos conducen a la criminalización de la protesta social. Es lamentable que en estos momentos de crisis sistémica se haga uso del poder político no para consolidar los derechos y libertades que nos protegen frente al desempleo, la enfermedad, la ignorancia, o la vejez, sino para restringirlos, y para aplicar con mayor rigor aún las sanciones penales y administrativas que limitan hasta criminalizar el legítimo derecho ciudadano a manifestar su discrepancia con el ejercicio de un poder que, en puridad, le pertenece. 
� “La plaza, la plaza es del pueblo/como el cielo es del cóndor”.


�. NIETO, A., “Derecho administrativo sancionador”, Tecnos, 1993, pág. 157.


� En supuestos vagamente descritos de “flagrancia” para la persecución de unos comportamientos que entonces se estimaba prioritario atajar, los relacionados con el narcotráfico, y que el Tribunal Constitucional (STC 341/1993) no validó.





� Manifestada, entre otros, en los requisitos de postulación (personación, al menos, con abogado); pago de tasas; y asunción de costas, en el supuesto de sentencia desestimatoria.
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